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Efectos de la acusación directa 
Sumilla. Dado que la acusación directa 
cumple con las mismas funciones que 
la formalización de la investigación 
preparatoria, y que ambas representan 
comunicaciones directas al juez penal, 
resulta adecuado, idóneo, necesario y 
proporcional establecer que el efecto 
de suspensión de la prescripción de la 
acción penal, que la norma procesal 
establece solo para la disposición de la 
formalización de la investigación 
preparatoria, también deba ser 
extendida para la acusación directa. 
 

 

SENTENCIA DE CASACIÓN 

 

Lima, quince de octubre de dos mil dieciocho 

 

VISTOS: en audiencia pública, el recurso 

de casación interpuesto por el representante del Ministerio Público 

contra la Resolución número veinte del diez de octubre de dos mil 

diecisiete, que confirmó la Resolución número doce del seis de julio de 

dos mil diecisiete, que declaró fundada la prescripción de la acción a 

favor del acusado John Max Noguera Orihuela como autor del delito 

contra la familia-omisión de asistencia familiar, en perjuicio de Fabiola 

Noguera Lagos.  

Intervino como ponente el señor juez supremo Príncipe Trujillo.  

 

CONSIDERANDO 

 

§ Antecedentes 

 

Primero. Mediante sentencia del veinticuatro de marzo de dos mil seis 

(véase a foja doscientos treinta del tomo uno), el Quinto Juzgado de Paz 

Letrado de la Corte Superior de Justicia del Cusco dispuso declarar 

fundada en parte la solicitud de aumento de alimentos interpuesta 
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por Carmen Rosa Lagos Mogrovejo, en representación de la menor 

Fabiola Noguera Lagos, contra Jhon Max Noguera Orihuela, y dispuso 

que este cumpla con el pago mensual de trescientos soles a favor de 

la menor alimentista; decisión que fue declarada consentida 

mediante resolución del diecinueve de octubre de dos mil seis. 

 

Segundo. Debido al incumplimiento del procesado Noguera Orihuela 

para con sus deberes alimentarios, se realizó la Liquidación de 

Alimentos (véase a foja doscientos treinta y cuatro del tomo uno) número 

quinientos diez-dos mil nueve-POOL-PERITOS-PJ-WHP (que comprende el 

periodo desde el seis de septiembre de dos mil cinco hasta el treinta de septiembre 

de dos mil diez), con la que se estableció por concepto de alimentos 

devengados la suma de diecisiete mil trescientos setenta y cuatro 

soles, la cual fue aprobada mediante resolución del trece de mayo 

de dos mil once (véase a foja doscientos treinta y seis del tomo uno), en la que 

además se requirió al obligado que cumpla con el pago de dicho 

monto (bajo apercibimiento de ser denunciado por el delito contra la familia, en su 

modalidad de omisión de la asistencia familiar, subtipo incumplimiento de 

obligación alimentaria).  

 

Tercero. Ante el renuente incumplimiento de dicho requerimiento, el 

órgano jurisdiccional civil remitió a la Fiscalía Penal de Turno del Cusco 

copias certificadas de los actuados para que se pronuncie conforme 

a sus atribuciones; entidad que, luego de llevar a cabo las diligencias 

preliminares, estimó pertinente emitir acusación directa (véase a foja dos 

del tomo uno) contra el procesado John Max Noguera Orihuela por el 

delito materia de autos.  

 

Cuarto. Así, durante el trámite del proceso, la defensa del acusado 

dedujo excepción de prescripción (véase a foja diecisiete del tomo dos) por 

considerar que desde la comisión de los hechos había transcurrido 
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más del tiempo contemplado para la prescripción extraordinaria. Por 

ello, en la sesión de juicio oral del seis de julio de dos mil dieciséis (véase 

a foja doscientos trece del tomo tres), el Quinto Juzgado Penal Unipersonal 

de la Corte Superior de Justicia del Cusco declaró fundada la 

prescripción de la acción penal a favor del procesado Noguera 

Orihuela por la comisión del delito de autos. 

 

Quinto. Esta decisión fue recurrida en apelación tanto por la parte 

agraviada (véase a foja doscientos diecinueve del tomo tres) como por el 

representante del Ministerio Público (véase a foja doscientos veintiséis del 

tomo tres), la cual fue resuelta por la Segunda Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia del Cusco, mediante 

resolución del diez de octubre de dos mil diecisiete (véase a foja 

doscientos setenta del tomo tres), con la que se confirmó la decisión de 

primera instancia y ello motivó la interposición de la casación por 

parte del titular de la acción penal, que fue concedida tras su 

calificación.  

 

§ Motivos de la concesión  

 

Sexto. En el auto de calificación del seis de abril de dos mil dieciocho 

(véase a foja veintidós del cuadernillo formado ante esta Suprema Instancia), esta 

Sala Suprema estimó conceder el presente recurso de casación para 

el desarrollo de doctrina jurisprudencial a fin de establecer y 

determinar si la acusación directa suspende o no el plazo de la 

prescripción de la misma forma en que lo hace la formalización de la 

investigación preparatoria, conforme a lo regulado por el numeral uno 

del artículo trescientos treinta y nueve del Código Procesal Penal. 

 

Séptimo. Asimismo, se estimó pertinente conceder la casación 

deducida de oficio conforme a los numerales dos, tres, cuatro y cinco 
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del artículo cuatrocientos veintinueve del Código Penal, a fin de 

establecer si la decisión adoptada por el juzgado penal y ratificada 

por la Sala Superior incurrió en inobservancia de las normas legales de 

carácter procesal sancionadas con la nulidad, si esta importó una 

indebida aplicación, errónea interpretación o falta de aplicación de 

la ley penal o de otras normas jurídicas necesarias, si existió manifiesta 

ilogicidad en los argumentos de la Sala Superior para ratificar la 

decisión recurrida y si se actuó con apartamiento de la doctrina 

jurisprudencial establecida por esta Corte Suprema.  

 

Octavo. De este modo, corresponde realizar el análisis del caso para 

verificar la naturaleza y efectos de las disposiciones alegadas a 

efectos de estimar o descartar que la acusación directa pueda 

suspender el plazo de la prescripción en la misma forma y efectos en 

que lo hace la formalización de la investigación preparatoria.  

 

§ Fundamentos del juzgado penal 

 

Noveno. El Quinto Juzgado Penal Unipersonal de la Corte Superior de 

Justicia del Cusco precisó en su resolución del seis de julio de dos mil 

dieciséis que: 

9.1. Según la acusación directa se imputó la comisión del delito de 

omisión a la asistencia familiar, previsto en el primer párrafo del 

artículo ciento cuarenta y nueve del Código Penal, que sanciona 

dicha conducta con una sanción no mayor de tres años de 

privación de libertad. 

9.2. Conforme al último párrafo del artículo ochenta y tres del Código 

Penal, la acción penal prescribiría en su forma extraordinaria tras 

el curso de cuatro años con seis meses desde la fecha de 

consumación del delito. 
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9.3. El presente delito es de consumación inmediata tras la renuencia 

del acusado a cumplir con su obligación alimentaria, a pesar de 

haber sido notificado por el órgano competente para ello, lo que 

para el presente caso ocurrió el trece de mayo de dos mil once 

(fecha de la resolución que requería el pago de las pensiones devengadas). 

9.4. Por ello, desde la fecha de comisión de los hechos (trece de mayo 

de dos mil once) hasta la fecha de dicha decisión (seis de julio de dos 

mil diecisiete), habrían transcurrido más de los cuatro años con seis 

meses que como máximo se tenía para la prescripción 

extraordinaria de la acción penal. 

 

§ Fundamentos de la Sala Superior de Apelaciones 

 

Décimo. La Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior 

de Justicia del Cusco precisó en su resolución de vista del diez de 

octubre de dos mil diecisiete que: 

10.1. El numeral uno del artículo cuatrocientos treinta y nueve del 

Código Procesal Penal establece que la disposición de 

formalización y continuación de investigación preparatoria 

suspende el plazo de la prescripción.  

10.2. La suspensión a la que se hace referencia no deja sin efecto el 

tiempo que haya transcurrido hasta la formalización de la 

investigación preparatoria, sino que conlleva que se comience 

a contar un nuevo plazo que tiene como máximo al de la 

prescripción extraordinaria, tras el cual se reactiva el plazo 

suspendido hasta que se cumpla con el plazo pendiente. 

10.3. Sin embargo, en la acusación directa no existe suspensión del 

curso de la prescripción extraordinaria, puesto que, a pesar de 

que el Acuerdo Plenario número cero seis-dos mil diez señaló 

que el requerimiento acusatorio en el procedimiento de la 
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acusación directa cumple con las funciones de la disposición 

de formalización de la investigación preparatoria, no es 

aplicable para la suspensión de la prescripción, ya que ello sería 

una interpretación in malam partem en contra del procesado. 

 

§ Análisis del caso 

 

Undécimo. Nuestro sistema procesal penal tiene como sustento la 

obtención de la verdad material o histórica de los hechos, es decir, 

que a través de sus dispositivos y figuras jurídicas busca que tanto 

víctima como victimario alcancen una correcta y efectiva tutela 

jurisdiccional. Sin embargo, esta búsqueda de la verdad no puede 

trascender en el tiempo indeterminadamente, de allí que el legislador 

haya establecido la prescripción de la acción penal como un límite y 

derecho de todo procesado, mediante la cual se establece un tope 

al control estatal. 

 

Duodécimo. De este modo, el primer párrafo del artículo ochenta del 

Código Penal establece que “la acción penal prescribe en un tiempo igual al 

máximo de la pena fijada por la ley para el delito, si es privativa de libertad”. Del 

mismo modo, con el artículo ochenta y tres del código sustantivo, se 

introdujo la figura de la “interrupción de la prescripción de la acción penal” y 

se estableció que “la prescripción de la acción se interrumpe por las 

actuaciones del Ministerio Público o de las autoridades judiciales, quedando sin 

efecto el tiempo transcurrido”; no obstante, también se precisó que “la 

acción penal prescribe, en todo caso, cuando el tiempo transcurrido sobrepasa en 

una mitad al plazo ordinario de prescripción”. 

 

Decimotercero. En ese sentido, resulta evidente para el presente caso 

que, si el delito de omisión a la asistencia familiar se encuentra 

sancionado con una pena privativa de la libertad no menor de tres 
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años, entonces la prescripción ordinaria (según el artículo ochenta del 

Código Penal) se cumplía al cabo de tres años contados desde la fecha 

de consumación del hecho imputado, ello en tanto que no 

intervenga ninguna autoridad fiscal o judicial; sin embargo, de 

suceder lo último descrito, se debería contabilizar la prescripción en su 

forma extraordinaria (conforme al último párrafo del artículo ochenta y tres la 

norma sustantiva), es decir, tras el paso de cuatro años y medio, pero 

siempre desde la fecha de consumación de los hechos.  

 

Decimocuarto. Estos criterios son los que acompañaron a los procesos 

seguidos bajo el modelo procesal del Código de Procedimientos 

Penales de mil novecientos cuarenta. Sin embargo, con la entrada en 

vigencia del Código Procesal Penal de dos mil cuatro, se introdujo una 

variable que condujo una nueva forma de establecer los cómputos 

de prescripción bajo este modelo procesal. Así, se tiene que el 

numeral uno del artículo trescientos treinta y nueve del Código 

Procesal Penal señaló que: “La formalización de la investigación preparatoria 

suspenderá el curso de la prescripción de la acción penal”.  

 

Decimoquinto. De este modo, se estableció que cuando el titular de 

la acción penal, luego de culminadas las diligencias preliminares, 

decida formalizar y continuar con la investigación preparatoria, ello 

traería como consecuencia un nuevo cálculo de plazos a efectos de 

determinar la prescripción de la acción penal. Sin embargo, esta 

suspensión establecida por el nuevo sistema procesal trajo consigo la 

problemática de que, al no precisar cuánto tiempo debería durar 

dicha suspensión, podría considerarla como indefinida y atentaría 

evidentemente contra los principios fundamentales inicialmente 

invocados. Además, la redacción del texto procesal tampoco 

coadyuvó a esclarecer su sentido literal. 
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Decimosexto. Para ello, la más reciente posición asumida por esta 

Corte Suprema es la señalada en el Acuerdo Plenario número tres-dos 

mil doce, en cuyo fundamento jurídico décimo señaló la inexistencia 

de una antinomia legal entre lo estipulado sobre prescripción en el 

Código Penal y el Código Procesal Penal, pues: “Se trata solamente de 

disposiciones compatibles que regulan, cada una, causales distintas de suspensión 

de la prescripción de la acción penal que pueden operar de modo secuencial, 

paralelo o alternativo”; asimismo, en su fundamento jurídico undécimo 

señaló que esta suspensión “no podrá prolongarse más allá de un tiempo 

acumulado equivalente al plazo ordinario de prescripción más una mitad de dicho 

plazo”. Asimismo, esta posición confirmó lo decidido por el Acuerdo 

Plenario número uno-dos mil diez, que en su fundamento jurídico 

vigesimosexto señaló que: “Con la formulación de la imputación se judicializa 

el proceso por la comunicación directa entre el fiscal y el juez de la investigación 

preparatoria y culmina la etapa preliminar de investigación practicada por el fiscal”. 

 

Decimoséptimo. Ahora bien, es verdad que la formalización y 

continuación de la investigación preparatoria es una de las opciones 

tras la culminación de las diligencias preliminares; sin embargo, no es 

la única, pues también puede: i) prolongar el plazo de las diligencias 

preliminares (numeral dos del artículo trescientos treinta y cuatro del Código 

Procesal Penal), ii) disponer que no procede formalizar y continuar con la 

investigación preparatoria (numeral uno del artículo en mención) y              

iii) formalizar acusación directa (numeral cuatro del artículo trescientos treinta 

y seis del código adjetivo). Es precisamente a raíz de este último supuesto 

que se genera el tema de controversia que es materia de la presente 

casación. 

 

Decimoctavo. De este modo, se tiene que el Acuerdo Plenario 

número seis-dos mil diez señaló: 



 

 

                                                     

9 

CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

SALA PENAL PERMANENTE 
CASACIÓN N.° 66-2018 
CUSCO 

18.1. En su fundamento jurídico sexto que: “La acusación directa forma 

parte del proceso común y es un mecanismo de aceleración del proceso 

que busca evitar trámites innecesarios. […] Esta facultad procesal se funda 

en la necesidad de generar respuestas rápidas al conflicto penal, la 

economía procesal y la eficiencia del nuevo proceso penal”.  

18.2. En su fundamento jurídico octavo que: “[…] En el presente caso, el 

fiscal decide pasar directamente a la etapa intermedia prescindiendo de la 

etapa de investigación formal”. 

 

Decimonoveno. Sin embargo, lo más resaltante de dicho acuerdo 

plenario es el análisis comparativo realizado entre la acusación 

directa y la disposición de formalización y continuación de la 

investigación preparatoria, que estableció en su fundamento jurídico 

duodécimo que:  
 

Conforme a lo expuesto el requerimiento acusatorio, en el 

procedimiento de acusación directa, cumple las funciones de la 

disposición de la formalización de la investigación preparatoria en la 

etapa de investigación. Es decir: i) individualiza al imputado y señala los 

datos que sirven para identificarlos; ii) satisface el principio de 

imputación necesaria describiendo de forma clara y precisa el hecho 

que se le atribuye[n] al imputado, con sus circunstancias precedentes, 

concomitantes y posteriores, y la correspondiente tipificación;                 

iii) establece la suficiencia probatoria señalando los elementos de 

convicción que fundamentan el requerimiento acusatorio; iv) determina 

la cuantía de la pena que se solicita y fija la reparación civil cuando no 

hay actor civil; y v) ofrece los medios de prueba para su actuación en la 

audiencia [el resaltado es nuestro]. 

 

Vigésimo. Así, se debe tomar en consideración que una línea de 

argumentación válida y lógica lleva a evidenciar que, si la suspensión 

de los plazos de prescripción, tras la disposición de formalización de la 

investigación preparatoria, se fundamenta en ser esta una 

comunicación directa entre el fiscal y el juez de investigación 
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preparatoria tras la culminación de las diligencias preliminares; y, de 

otro lado, se tiene que el requerimiento de acusación directa cumple 

las funciones de la disposición de la formalización de la investigación 

preparatoria, entonces es acertado concluir que la acusación directa 

es igualmente una comunicación directa con el juez penal y debería 

conllevar los mismos efectos que la disposición de formalización de la 

investigación preparatoria. 

 

Vigesimoprimero. Ahora bien, este Colegiado Supremo estima 

pertinente señalar lo siguiente: 

21.1. La finalidad de la suspensión del plazo de prescripción de la 

acción penal, tras la formalización de la investigación 

preparatoria, se justifica en permitir a los órganos de 

investigación y justicia concluir con todo el proceso penal hasta 

una sentencia firme o confirmada, previniendo que un hecho 

punible quede impune. Es decir, esta suspensión permite al fiscal 

llevar a cabo las actuaciones y diligencias en instancia fiscal 

que estime pertinentes, emitir la acusación correspondiente y su 

control en etapa intermedia por parte del juez de investigación 

preparatoria, celebrar el juicio oral respectivo por parte del 

juzgado unipersonal o colegiado y la resolución de las 

subsecuentes impugnaciones por parte de los órganos de 

instancias superior. 

21.2. En ese mismo sentido, no resulta incoherente asumir que, tras la 

emisión de una acusación directa, también se busque, al igual 

que con la formalización de la investigación preparatoria, que 

se asegure la resolución del caso materia de autos, con el 

mismo efecto de suspensión de la prescripción de la acción 

penal, más aún si la doctrina jurisprudencial estableció que 
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ambas cumplen las mismas funciones y representan 

comunicaciones directas con el juez de garantías. 

21.3. Asimismo, no resulta controvertido que, dentro de las 

disposiciones o requerimientos que emite el titular de la acción 

penal, la disposición de formalización de la investigación 

preparatoria importe un grado de relevancia menor que el 

requerimiento de acusación (dentro de estos, a la acusación directa), 

toda vez que este último resulta ser la tesis fiscal, donde este ya 

se encuentra convencido de la responsabilidad del imputado 

por existir prueba suficiente que es presentada ante juez para su 

control y consecuente debate oral; mientras que en la 

disposición de formalización de la investigación preparatoria se 

comunica al juez de la existencia de una investigación en la 

que aún se están recabando pruebas, lo que no 

necesariamente podría concluir en una acusación, dado que 

también podría darse el caso de que, al final de dicha 

investigación, se emita un requerimiento de sobreseimiento. 

21.4. En mérito de ello, resulta igualmente coherente asumir que, si la 

disposición de formalización de la investigación preparatoria 

tiene menor jerarquía y probanza acreditativa que la acusación 

directa que ya representa la certeza de hechos y pruebas al 

titular de la acción penal, entonces no resultaría adecuado 

sostener que la primera pueda suspender el plazo de la 

prescripción penal y no la segunda, a pesar de haberse 

establecido que ambas cumplen con las mismas funciones. 

 

Vigesimosegundo. De este modo, se concluye que nuestro 

ordenamiento jurídico procesal actual, si bien representa un avance 

respecto al modelo procesal de mil novecientos cuarenta, no se 

encuentra falto de vacíos e imprecisiones, los cuales se han ido 
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supliendo por desarrollo de doctrina jurisprudencial de esta Corte 

Suprema sobre la base del principio de no dejar de administrar justicia 

ante el vacío o deficiencia de la ley, contenido en el inciso octavo del 

artículo ciento treinta y nueve de la Constitución Política del Perú. 

Es esta una de esas situaciones en las que este Colegiado Supremo 

estima pertinente dejar establecido que la suspensión de la 

prescripción de la acción penal por formalización de la investigación 

preparatoria es una nueva causal de suspensión introducida por el 

Código Procesal Penal; sin embargo, no se tomó en cuenta que en el 

mismo cuerpo legislativo existe una figura jurídica como es la 

acusación directa, que, a pesar de que la doctrina jurisprudencial 

equiparó a la formalización de investigación preparatoria, no se 

precisó si también representa los mismos efectos, pues el código no lo 

regula ni establece. 

 

Vigesimotercero. Tampoco se puede hacer caso omiso a los 

argumentos de la Sala Superior respecto a que, si se asume que la 

acusación directa también debe suspender el plazo de prescripción 

de la acción penal, implicaría un caso de analogía in malam partem 

(por afectar el debido proceso del imputado) y que vulneraría el principio de 

legalidad (pues no está comprendido en la norma procesal). Al respecto, 

resulta necesario afrontar dicha problemática con el test de 

proporcionalidad, a fin de establecer si la equiparación de efectos 

jurídicos que se pretende es idónea, necesaria y proporcional para la 

finalidad que se busca. 

 

Vigesimocuarto. En primer lugar, debe observarse si para el caso de 

autos concurren derechos o garantías constitucionales que entren en 

conflicto, pues, de no ser así, no resultaría necesaria la aplicación del 

test. Así, resulta obvio que, al establecer que la acusación suspenda 
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los plazos de prescripción de la acción penal al igual que la 

disposición de formalización de la investigación preparatoria cuando 

ello no se encuentra expresamente previsto en la norma ni la doctrina 

jurisprudencial hasta ahora desarrollada, implicaría una afectación 

del principio de legalidad y el debido proceso para cualquier 

procesado, pues, si la norma penal no señala efectos específicos para 

el caso en mención, no resultaría adecuado hacerlos extensivos por 

analogía; de otro lado, también se aprecia que, de respetar en 

estricto lo contemplado por el Código Procesal Penal y no aceptar 

que la acusación directa suspenda los plazos de prescripción, ello 

conllevaría una seria afectación a los derechos de las víctimas o 

agraviados respecto a su tutela jurisdiccional efectiva y debido 

proceso. 

 

Vigesimoquinto. El primer elemento constitutivo del test de 

proporcionalidad es el subprincipio de idoneidad, según el cual se 

exige la identificación de un fin de relevancia constitucional en la 

decisión que limitaría un derecho fundamental. Se puede apreciar, 

además, que este subprincipio guarda relación con el principio de 

exclusiva protección de bienes jurídicos y el de lesividad. Asimismo, 

este subprincipio obliga que se constate que la idoneidad de la 

medida tenga relación con el objetivo, es decir, que contribuya de 

algún modo con la protección de otro derecho o de otro bien jurídico 

relevante. De este modo, no se aprecia que la afectación a los 

derechos del imputado atente, inicialmente, contra el núcleo esencial 

de alguno de sus derechos, sino que la misma representa una 

intervención leve que guarda relevancia con la finalidad que se 

busca proteger, para el aseguramiento de la resolución del proceso y 

juzgamiento hasta su conclusión, evitar la impunidad de delitos y 

garantizar la tutela jurisdiccional efectiva a favor de las víctimas. 
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Vigesimosexto. En segundo lugar, se encuentra el subprincipio de 

necesidad, que reúne a varios de los límites más importantes del ius 

puniendi, tales como el principio de exclusiva protección de bienes 

jurídicos, el principio de intervención mínima y el respeto del principio 

de fragmentariedad. En ese sentido, se hace necesario examinar si 

para la consecución de la finalidad señalada en el considerando 

precedente existe algún otro medio alternativo no gravoso o de 

menor intensidad que a la equiparación planteada. Y, aunque 

inicialmente se pueda pensar que una alternativa válida sería la 

propuesta legislativa y su debate correspondiente para su 

incorporación en la norma procesal, ello no resulta óptimo, dado que 

no existe certeza de su pronta, eficaz y adecuada implementación, 

con lo cual se deja en desatención a las víctimas y al aparato de 

justicia hasta la resolución de un supuesto que válidamente también 

podría no efectuarse. Por ello, se concluye que su determinación 

como doctrina jurisprudencial por parte de este Colegiado Supremo 

resulta una medida idónea al proceso. 

 

Vigesimoséptimo. Por último, se debe verificar el tercer subprincipio de 

proporcionalidad (o proporcionalidad en sentido estricto), que consiste en 

una valoración en la que se ponderan los principios que resultan 

afectados tanto por la medida como por su correspondiente derecho 

afectado, con los principios que justifican la intervención sobre la base 

de protección de bienes jurídicos.  

Así, se tiene que el Tribunal Constitucional ha señalado en la sentencia 

recaída en el Expediente número cero cero cuarenta y cinco-dos mil 

cuatro-AI que:  
 

Consiste en una comparación entre el grado de realización u 

optimización del fin constitucional y la intensidad de la intervención en el 
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derecho. La comparación de estas dos variables ha de efectuarse 

según la denominada ley de ponderación: “Cuanto mayor es el grado 

de la no satisfacción o de la afectación de un principio, tanto mayor 

tiene que ser la importancia de la satisfacción del otro”. Como se 

aprecia, en la ley están presentes los dos elementos: la afectación –o no 

realización de un principio– y la satisfacción –o realización del otro–. Se 

establece así una relación directamente proporcional según la cual: 

cuanto mayor es la intensidad de la intervención o afectación del 

derecho, tanto mayor ha de ser el grado de realización del fin 

constitucional, de lo contrario la intervención no estará justificada y será 

inconstitucional. 

 

Vigesimoctavo. De este modo, se aprecia que establecer que la 

acusación directa también suspenderá el plazo de prescripción de la 

acción penal, al igual que lo hace la formalización de la investigación 

preparatoria, si bien importa una leve afectación a los derechos del 

acusado, resulta significativamente menor en comparación al agravio 

que se produciría en caso de no fijarlo así; y, dado que en la doctrina 

jurisprudencial de esta Corte Suprema se han señalado las bases que 

llevan a asumir dicha posición propuesta como lógica y coherente, la 

decisión final a favor de ello resulta conducente, racional y como 

corolario a la línea desarrollada hasta la actualidad.  

 

Vigesimonoveno. En conclusión, este Colegiado Supremo se 

encuentra convencido de que, en vista de que la acusación directa 

cumple con las mismas funciones que la formalización de la 

investigación preparatoria, y que ambas representan comunicaciones 

directas con el juez penal, resulta adecuado y proporcional 

establecer que los efectos de la prescripción que le atañe la norma 

procesal a la disposición de la formalización de la investigación 

preparatoria también deba ser extendida para la acusación directa. 
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Trigésimo. En mérito de ello, y analizando su aplicación al caso de 

autos, se tiene que: 

30.1. La fecha de los hechos para el presente caso se consumó en el 

mes de mayo de dos mil once.  

30.2. La prescripción extraordinaria para el delito que nos ocupa es 

de cuatro años y seis meses desde la fecha de consumación. 

30.3. La acusación directa fue planteada el diez de junio de dos mil 

quince, es decir, cuando habían trascurrido aproximadamente 

cuatro años desde la fecha de consumación de los hechos. 

30.4. Con la posición adoptada por esta Sala Suprema, se suspende 

el plazo de prescripción de la interposición de la acusación 

directa hasta el cumplimiento de un plazo máximo equivalente 

a la prescripción extraordinaria, por lo que esta suspensión 

durará hasta el nueve de noviembre de dos mil diecinueve, 

fecha en la que se volverá a activar el tiempo que transcurrió 

hasta la interposición de la acusación directa, restando por 

cumplirse, aproximadamente, seis meses para que opere la 

prescripción de la acción penal. 

Por lo tanto, este Colegiado Supremo, actuando de instancia, declara 

que la resolución superior debe revocarse, al igual que la de primera 

instancia, a fin de declarar infundada la excepción de prescripción 

deducida por la defensa del procesado Noguera Orihuela y ordenar 

al juzgado penal correspondiente que continúe con el proceso en el 

estado procesal pertinente. 

 

 

DECISIÓN 

 

Por estos fundamentos:  

I. DECLARARON FUNDADO el recurso de casación interpuesto por el 

representante del Ministerio Público; en consecuencia, CASARON 
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SIN REENVÍO la sentencia de vista del diez de octubre de dos mil 

diecisiete, que confirmó la Resolución número doce del seis de 

julio de dos mil diecisiete, que declaró fundada la prescripción de 

la acción a favor del acusado John Max Noguera Orihuela como 

autor del delito contra la familia-omisión de asistencia familiar, en 

perjuicio de Fabiola Noguera Lagos.  

II. ACTUANDO DE INSTANCIA, REVOCARON la misma en el extremo 

que confirmó la resolución de primera instancia que declaró 

fundada la excepción de prescripción deducida por el procesado 

Noguera Orihuela; y, REFORMÁNDOLA, declararon infundada su 

excepción de prescripción, DISPONIENDO que el juzgado penal 

correspondiente continúe con el proceso en el estadio procesal 

pertinente. OFICIÁNDOSE. 
 

S. S. 
 

SAN MARTÍN CASTRO 

 

BARRIOS ALVARADO 

 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

 

SEQUEIROS VARGAS 

 

CHÁVEZ MELLA 

 

PT/ran 


